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			​Semblanza

			Lucio Amado Cobos López, es egresado de la Licenciatura de Administración de Empresas, de la Universidad Veracruzana. Siendo estudiante del tercer año de la carrera, entró a trabajar al Instituto Mexicano del Seguro Social en la ciudad de Xalapa, en el año de 1973, iniciando una carrera institucional, que comenzó en los almacenes delegacionales del Seguro Social, donde obtuvo la plaza definitiva de Auxiliar de Almacén en el año de 1974, para, posteriormente y ya habiendo culminado sus estudios, desempeñarse como Asesor de Servicios Generales, dependiente de la Jefatura Delegacional de Servicios Administrativos en Veracruz Norte; posteriormente, en el año de 1980, se desempeñó como Jefe de la Oficina Delegacional de Control de Abastecimiento hasta el año de 1982, año en el que fue promovido como Coordinador de Servicios Administrativos y Finanzas en la Subdelegación del Seguro Social en la ciudad de Poza Rica, Veracruz, donde, a partir de 1995, se desempeñó como Jefe del Departamento de Prestaciones Económicas y, del año 2000 al 2001, como Subdelegado del Seguro Social en Veracruz Norte, con sede en la ciudad de Poza Rica, habiéndose jubilado por años de servicio, a partir del 16 de diciembre de 2001.

		


		
			​Dedicatoria

			Dedico este modesto libro a todos trabajadores que han laborado con patrones, que los han Asegurado en el Instituto Mexicano del Seguro social, sobre todo a quienes tienen la fortuna de Haber empezado a cotizar antes de 01 de julio de 1997 y que están regidos por la ley del seguro Social promulgada el 12 de marzo de 1973 y muy especialmente para a todos aquellos jóvenes que por razones propias de su edad para laborar, empezaron a cotizar después del 30 de junio de 1997, entre los cuales se encuentran mis hijas Tania, Pamela y Karen; jóvenes que tienen la mala Fortuna de haber empezado a cotizar con la ley del Seguro Social que fue promulgada el 21 de diciembre de 1995 y que entró en vigor el 01 de julio de 1997, la cual ha sido nominada y es conocida como ley del seguro social de 1997 y que a partir del decreto publicado en el diario oficial de la federación del 16 de diciembre del 2020, fue reformada en varios artículos en materia de pensiones de cesantía en edad avanzada y vejez, que conceden pensiones mucho menores a las que se obtienen bajo el régimen de la ley del Seguro Social de 1973 y que por este motivo están condenados a vivir una vejez en pobreza, porque las pensiones que obtendrán al término de su vida laboral, no les van a garantizar una buena calidad de vida, por lo que forzosamente van a necesitar del apoyo económico de familiares o hacer algunas actividades posteriores a la fecha en que obtuvieron su pensión, que les permitan obtener ingresos adicionales para poder subsistir, o de plano optar por seguir trabajado mientras puedan, para percibir un salario mayor al ingreso mensual que tendrían mediante una pensión otorgada de conformidad con la ley del Seguro Social de 1997.

		


		
			​Agradecimiento

			Quiero expresar mi más sincero agradecimiento a mi amigo Álvaro Hernández Ortiz, quien es ingeniero en sistemas computacionales, por haberme diseñado las tablas de Excel, que me permitieron elaborar los cálculos de las pensiones bajo el régimen de la ley de 1973, con el mismo procedimiento y metodología utilizado en las resoluciones de pensión emitidas por el IMSS, para hacer más comprensibles los ejemplos presentados, así como por su valioso apoyo para la restructuración de este libro.

		


		
			​Introducción

			Cuando yo cursaba la preparatoria en la Escuela artículo tercero de la ciudad de Xalapa Veracruz, en los años 1969 y 1970, en época de exámenes me iba a estudiar a las lomas del estadio, donde estaban las oficinas delegacionales del seguro social, así como también el hospital general de zona No. 11 de la misma institución, ese lugar era y sigue siendo muy bonito. En aquel tiempo mucho más tranquilo que en la actualidad, ahí había zonas verdes y árboles muy hermosos, con pasillos donde caminar, era el lugar ideal para estudiar sin distractores y llegar bien preparado para la presentación de exámenes finales de cualquier materia, sobre todo de las teóricas; fue ahí donde andando por los pasillos, veía yo a través de los amplios cristales de esas oficinas, Personal laborando, así que siempre me preguntaba en qué consistía y para qué servía el trabajo que estas personas realizaban en ese lugar, por supuesto que, en ese entonces, nunca me imaginé que yo algún día iba a trabajar en esa institución.

			Fue hasta el año de 1973, estando ya cursando la carrera de administración de empresas, en la facultad de comercio y administración de la Universidad Veracruzana, cuando tuve la necesidad de buscar trabajo para poder sostener mis estudios, fue en ese tiempo, cuando vi un letrero en las oficinas de IMSS de las lomas del estadio, donde se anunciaba la apertura de la bolsa de trabajo. Por lo que me presenté para hacer mi solicitud de empleo y después de presentar y aprobar los exámenes psicométricos, me mandaron a hacer prácticas de la categoría de auxiliar de almacén, en los almacenes delegacionales del IMSS, Habiendo tenido la fortuna de ser aceptado como trabajador suplente y en el año de 1974 me dieron la plaza de base, en esa categoría de auxiliar de almacén. Una vez que terminé de estudiar la universidad, siendo pasante de la carrera de administración de empresas, tuve la fortuna de desempeñar puestos de confianza, siendo el primero, el de Asesor de servicios generales, dependiente de la jefatura de servicios administrativos, para Posteriormente desempeñar la categoría de jefe de la oficina de control de abastecimiento y en el mes de agosto de 1982, fui promovido a la categoría de coordinador de servicios administrativos y finanzas, en la subdelegación del seguro social en la ciudad de Poza Rica Veracruz.

			Fue ahí donde al tener contacto por el puesto que yo desempeñaba, con las áreas tanto médicas, como técnicas y administrativas de esta gran institución llamada Instituto Mexicano del Seguro Social, que comencé a tener conocimiento general de los servicios que se prestaban a la población derechohabiente, sobre todo porque en ese tiempo formé parte de grupos integrados por el área, médica, técnica y administrativa, que visitábamos varias empresas, entre ellas, la comisión federal de electricidad, así como teléfonos de México y varios sindicatos, como la confederación de trabajadores mexicanos CTM, a los que les impartíamos pláticas, sobre afiliación, prestaciones y cobranza, seguridad en el trabajo, así como de los diferentes niveles de atención médica y las diferentes modalidades de aseguramiento tanto del régimen obligatorio, como voluntario, con las que cuenta el Seguro Social, en beneficio de la población derechohabiente; lo que despertó en mí un gran interés y compromiso por desempeñar con eficiencia mi trabajo. Estando ya en la subdelegación de Poza Rica, por cuestiones de restructuración de la plantilla Laboral, a mediados de 1995, fui reubicado en la categoría de jefe de prestaciones económicas, lo cual tiene que ver con el pago a la población asegurada y sus beneficiarios legales, de subsidios por incapacidades Para trabajar, pensiones de diversa índole, así como ayudas de gastos de funeral y matrimonio, es ahí donde se despertó mi interés por conocer a fondo las prestaciones que otorga la ley del seguro social. finalmente, a finales del año 2000, fui promovido a la categoría de subdelegado, en Veracruz Norte, con sede en la ciudad de Poza Rica, puesto que desempeñé hasta el 15 de diciembre del 2001, ya que, a partir del 16 de diciembre del 2001, fui jubilado por años de servicio. Mi paso por el Instituto Mexicano del Seguro Social y muy en especial por el área de prestaciones económicas, despertó mi interés por dominar todo lo relativo a las prestaciones económicas que otorga la ley del seguro social, con el fin de dar a conocer a los trabajadores asegurados los beneficios de contar con una pensión digna al final de su vida laboral y con el tiempo, al fallecer estos ya estando disfrutando de una pensión, dejar protegidos a sus beneficiarios legales, con una pensión mensual de viudez, orfandad o ascendientes, que les permita tener un medio de subsistencia y un servicio médico, a lo cual tendrán derecho de acuerdo al cumplimiento de los requisitos que establece la ley.

			Por todo lo anteriormente escrito y estando consciente de que los servicios y prestaciones que otorga la ley del seguro social son muy amplios; en este libro voy a tratar de abordar de manera práctica y sencilla, lo relativo a pensiones de invalidez, vejez y cesantía en edad avanzada, las cuales tienen el mismo procedimiento de cálculo, de conformidad con el artículo 167 de la ley de 1973, así como las pensiones derivadas de la muerte de estos pensionados y la que se originan con motivo de la muerte de asegurados, por motivos distintos a un riesgo de trabajo, las cuales tuvieron un cambio muy radical con la entrada en vigor de la ley de 1997, abordaré también de manera general, lo relativo a las pensiones de riesgo de trabajo, las cuales no sufrieron cambios en el cálculo de su cuantía mensual, con la entrada en vigor de la ley de 1997, ya que tienen el mismo procedimiento de cálculo, que las otorgadas bajo el régimen de la ley de 1973, con la diferencia de que las pensiones por riesgo de trabajo bajo el régimen de la ley de 1973, las paga directamente el IMSS a través de su nómina y las regidas por la ley de 1997, las paga una institución de seguros, con base en los recursos que tiene el trabajador en su cuenta individual en la Afore, complementados con la suma asegurada que aporta el gobierno federal, para formar el monto constitutivo necesario para garantizar la pensión. 

			Por supuesto voy a aprovechar la ocasión, para abordar temas considerados en la ley del Seguro Social, que son de suma importancia hacerlos del conocimiento de la población, así como algunos casos reales que me tocó vivir y que pueden servir para que otras personas con casos similares, realicen las mismas acciones, con el fin de que se les otorgue el derecho a recibir una pensión, o cualquier otra prestación considerada en la ley, estando consciente de que es muy difícil hacer alusión a toda la normatividad considerada en la ley, pero talvez en otra edición de este libro, pueda yo incluir nuevos temas con ejemplos reales y prácticos.

		


		
			​Antecedentes históricos

			No es mi intención abundar mucho en los inicios de la revolución industrial a mediados del siglo XVII en Inglaterra, Alemania y otros países de Europa, donde empezaron las primeras fábricas que dieron origen a la gran producción de bienes y por lo consiguiente a la contratación de trabajadores, los cuales laboraban jornadas de más de 12 horas, sin ninguna protección laboral, por lo que se refiere a equipos de protección y herramientas de trabajo y mucho menos contaban con leyes y reglamentos que les dieran la protección de un salario en caso de ausencias por enfermedad o accidentes de trabajo, por lo que en un principio los trabajadores solo contaban en ocasiones con la ayuda de asociaciones religiosas, cuando por una enfermedad o accidente, no podían disponer de recursos para su atención médica y de un salario para el sustento de su familia; es por eso que en un principio fueron los propios trabajadores, los que formaron sociedades mutualistas con la participación económica de ellos mismos, para protegerse contra riesgos y enfermedades que les impidieran trabajar y dejar de percibir un ingreso, que permitiera sostener a sus familias, por supuesto aunque estos recursos aliviaban de alguna forma sus necesidades, estos no eran suficientes; esta situación cambió hasta que diversos países industrializados, comprendieron que la protección de los trabajadores asalariados, mediante la seguridad social, debía de estar a cargo del estado, por lo que a raíz de esta situación tuvieron origen las primeras leyes de seguridad social, para la protección de los trabajadores y sus familias.

			Fue en Alemania, bajo el gobierno de canciller Otto von Bismarck cuando tuvieron origen las primeras leyes de seguridad social, en 1883 el seguro obligatorio de enfermedades y en 1884 la ley del seguro obligatorio de invalidez y vejez, este ejemplo fue seguido por otros países de Europa y Estados Unidos, por lo que de esta forma se fueron extendiendo los beneficios de la seguridad social para los trabajadores. En nuestro país, la necesidad de la implantación de la seguridad social en beneficio de los trabajadores, quedó plasmada en el artículo 123 fracción XXIX, de la constitución política promulgada el 05 de febrero de 1917, pero fue hasta el 10 de diciembre de 1942, cuando el presidente Manuel Ávila Camacho firmó la iniciativa de la ley del seguro social, que envió al congreso de la unión, por lo que bajo su mandato el día 19 de enero de 1943, se promulgó y publicó la primera ley del seguro social; por lo que todo ese año de 1943, estuvo dedicado a la organización técnica y administrativa del seguro social, así como también al registro de patrones y trabajadores y a conseguir locales para la prestación de servicios médicos y administrativos, por lo que los servicios a la población asegurada y derechohabiente, se iniciaron a partir del mes de enero de 1944. 

			Es muy importante hacer mención de que desde sus inicios en la seguridad social, México se adhirió al convenio 102 de la organización internacional del trabajo, que establece la norma mínima de la seguridad social, es decir, que señala las prestaciones tanto en especie como en dinero, que deben de recibir como mínimo los trabajadores afiliados y sus beneficiarios, lo cual también estaba supeditado a las condiciones económicas de cada país; así pues, con fecha 29 de diciembre de 1959, bajo el gobierno del presidente Adolfo López Mateos, México ratificó su adición a dicho convenio; también es importante mencionar que desde que se iniciaron los servicios del Instituto Mexicano del Seguro Social, la ley original tuvo varias reformas en los años subsecuentes, por lo que las distintas prestaciones que otorga la ley a la población asegurada y sus beneficiarios, fueron evolucionando y mejorando en cuanto a su cuantía y tiempos de espera medidos en semanas de cotización, de tal manera que en la ley inicial promulgada el 19 de enero de 1943, para tener derecho a disfrutar de las pensiones de vejez, se requería como requisito, haber cotizado un mínimo de 700 semanas de cotización; sin embargo, este tiempo de espera de 700 semanas de cotización, se redujo a 500 semanas de cotización, en la primera reforma realizada a la ley a partir del 28 de febrero de 1949; aun así, 500 semanas de cotización es lo equivalente a 10 años, razón por la cual durante los primeros años de servicio del Seguro Social, no se otorgaron pensiones de vejez a la población asegurada, no tanto por las 500 semanas que se requerían como tiempo de espera, sino más bien, porque a los primeros asegurados al inicio de la vigencia de esta ley en año de 1944, les faltaban muchos años para cumplir el requisito de edad para acceder a la pensión por vejez.

			Fue hasta el 12 de marzo de 1973, cuando se promulgó una nueva ley, la cual al inicio de su vigencia, tuvo mejoras a las prestaciones que anteriormente se otorgaban con respecto a la primera ley del Seguro Social y sus reformas posteriores, una de estas mejoras, fue la creación del seguro de guarderías, en beneficio de las madres aseguradas, también hubo mejoras como la relativa al tiempo de espera que debe de transcurrir, para que una mujer que haya contraído matrimonio con un asegurado mayor de 55 años, o con alguien que estuviera disfrutando de una pensión de invalidez, vejez o cesantía en edad avanzada, para tener derecho a disfrutar de la pensión de viudez, tenía que haber transcurrido un periodo de dos años de la celebración del matrimonio al fallecimiento, a menos que hubiera demostrado tener hijos con el asegurado o pensionado fallecido, este tiempo de espera de dos años, se redujo a un año a la entrada en vigor de la ley de 1973, la cual tuvo varias reformas antes del término de su vigencia, que fue el 30 de junio de 1997; una de las principales fue publicada en el diario oficial de la federación el 04 de enero de 1989, la cual mejoró las prestaciones otorgadas a los asegurados y sus beneficiarios legales; uno de estos ejemplos, fue la ayuda de gastos de funeral, destinada a los beneficiarios de los asegurados y pensionados fallecidos, que en el artículo 112 de la ley de 1973, comprendía un pago correspondiente a un mes del salario promedio de cotización, el cual se incrementó a dos meses del salario mínimo del distrito federal, así mismo la pensión de viudez otorgada a la esposa o concubina, desde el inicio de la vigencia de la ley de 1973, era del 50 % de la pensión de invalidez, vejez o de cesantía en edad avanzada, que el asegurado fallecido disfrutaba, o la que le hubiera correspondido en caso de invalidez, si a su fallecimiento no hubiera estado disfrutando de alguna pensión, este porcentaje se incrementó al 90 %; otro ejemplo es el de las pensiones mínimas, que debían percibir los pensionados por invalidez, vejez o cesantía en edad avanzada, que al inicio de la vigencia de la ley de 1973, el artículo 168 establecía que las pensiones de invalidez, vejez o cesantía en edad avanzada, incluyendo las asignaciones familiares y ayudas asistenciales que en su caso correspondan, en ningún caso podrían ser inferiores a $ 600.00 mensuales, cantidad que se incrementó en reformas posteriores a la ley al 100 % del salario mínimo del distrito federal, que en la actualidad, ya es el salario mínimo general.

			Con los pocos ejemplos que he mencionado con anterioridad, en mi muy personal opinión, pienso que cualquier reforma a la ley del seguro social, o promulgación de una nueva ley en esa materia, debe representar una mejora en la cuantía de sus prestaciones económicas y simplificación de los trámites que deben de realizar los asegurados y sus beneficiarios legales y no representar un retroceso en las conquistas laborales de los trabajadores, como ocurrió con la ley del Seguro Social de 1997, que fue promulgada y publicada en el diario oficial de la federación el 21 de diciembre de 1995 y entró en vigor el 01 de julio de 1997, la cual concede a los asegurados menores prestaciones, que la ley que la antecedió, la cual terminó su vigencia el 30 de junio de 1997, en lo referente a pensiones de invalidez, vejez y cesantía en edad avanzada, lo mismo ocurre con los beneficiarios legales de estos asegurados o pensionados, que al fallecimiento de los mismos, también reciben pensiones de menor cuantía, que las que otorgaba la ley de 1973.

			Por lo anteriormente escrito, el presente libro, lo voy a dedicar a hacer un análisis comparativo, entre las pensiones otorgadas por la ley de 1973 y la ley de 1997, haciendo especial énfasis en la diferencia, en las prestaciones económicas otorgadas por ambas leyes, a los asegurados y sus beneficiarios legales.

		


		
			​Pensiones por invalidez

			Las pensiones por invalidez, son otorgadas a los asegurados amparados por la ley del seguro social, que tienen una enfermedad general, o han tenido un accidente no profesional, es decir que tanto la enfermedad o el accidente, no tengan relación con el ejercicio del trabajo; obviamente que para que el trabajador tenga derecho a recibir este tipo de pensión, se requiere que el Seguro Social, mediante los exámenes médicos correspondientes, determine que el asegurado tiene un estado de invalidez, ya sea de carácter temporal o definitivo, de conformidad con los artículos 128 y 129 de la ley de 1973, así como los artículos 119 y 120 de la ley de 1997 y que el trabajador asegurado tenga los tiempos de espera medidos en semanas de cotización que establecen los artículos 131 y 122 conforme a las leyes del seguro social de 1973 y 1997 respectivamente.

			Es muy importante mencionar que la cuantía mensual de la pensión por invalidez, bajo el régimen de la ley de 1973, tiene el mismo procedimiento de cálculo, que las pensiones de vejez y cesantía en edad avanzada, de conformidad con la tabla de porcentajes a la cuantía básica y los incrementos anuales a la pensión que establece el artículo 167 de esta ley, con la ventaja de que las pensiones por invalidez no tienen requisito de edad, como es el caso de las anteriormente mencionadas, ya que para tener derecho a la pensión por vejez, se requiere haber cumplido un mínimo de 65 años de edad y en el caso de la pensión por cesantía en edad avanzada, se requiere tener un mínimo de 60 años de edad, o más, siempre y cuando el asegurado tenga menos de 65 años, aunque la diferencia entre los 64 y 65 años sea de un solo día. 

			En el cálculo de una pensión por invalidez, bajo el régimen de la ley del seguro social de 1973, entran en juego, el salario mínimo vigente en el distrito federal, actualmente UMAS a partir del 2016, así como el salario promedio del trabajador de las últimas 250 semanas de cotización, o las que tuviere acreditadas siempre y cuando sean suficientes para tener derecho a la pensión, en este caso y de conformidad con lo establecido por el artículo 131 de la ley, se requiere que al declararse el estado de invalidez, el asegurado tenga acreditado el pago de un mínimo de 150 cotizaciones semanales y que se encuentre dentro del periodo de conservación de derechos que establece el artículo 182 de la ley; algo muy importante también, es el número de semanas de cotización que el asegurado tenga acreditadas a la fecha de inicio de la pensión, ya que la ley de 1973, concede al pensionado un incremento anual por cada 52 semanas de cotización que rebasen las 500 semanas de cotización, que están establecidas como requisito mínimo, para las pensiones de vejez y cesantía en edad avanzada, de tal manera que esta ley premia con una mayor pensión mensual, a los asegurados que tengan un mayor número de semanas cotizadas, lo que no sucede con las pensiones por invalidez otorgadas con la ley de 1997, que no premia al asegurado por tener un mayor número de semanas cotizadas, ya que esta ley solo aumentó el tiempo de espera a 250 semanas de cotización y solo dispensa a tener un mínimo de 150 semanas de cotización, cuando en el dictamen del departamento de salud en el trabajo, el asegurado tiene un porcentaje de incapacidad para el trabajo del 75 % o más, por lo que los pensionados bajo este régimen de la ley de 1997, están en desventaja con relación a las pensiones que reciben, los que están regidos por la ley de 1973. 

			Cuando se promulgó la nueva ley del seguro social, publicada en el diario oficial de la federación 21 de diciembre de 1995, que entró en vigor el 01 de julio de 1997 y que es conocida como la ley de 1997, dentro de los motivos de exposición de esta ley, se señaló como una ventaja, que la base de cálculo de la cuantía mensual de la pensión de invalidez, sea equivalente al 35 % del promedio de los salarios de las últimas 500 semanas de cotización, o sea de los diez años anteriores al otorgamiento de la misma, cotizados por el trabajador y actualizados conforme el índice nacional de precios al consumidor INPC, por lo que se consideró que esta iniciativa iba a otorgar mejores pensiones que las que se estaban otorgando a los trabajadores regidos por la ley de 1973, sobre todo porque las nuevas pensiones de invalidez, se iban a incrementar periódicamente conforme al índice nacional de precios al consumidor, para protegerlas en contra del fenómeno de la inflación, a diferencia de las que estaban en curso, bajo el régimen de la ley de 1973, las cuales se incrementaban anualmente conforme al salario mínimo del distrito federal.

			Este cálculo que hicieron quienes diseñaron el nuevo sistema de pensiones, bajo el régimen de la ley de 1997, representó un gran error, que trajo como consecuencia que los nuevos pensionados por invalidez, perciban en la actualidad pensiones con menor cuantía que los asegurados amparados por la ley de 1973, porque el salario promedio de los diez años anteriores, aun con el incremento de los mismos por el índice nacional de precios al consumidor, desde un principio resultó menor que el salario promedio de las últimas 250 semanas de cotización, o las 150 que se requieren como mínimo para tener derecho a la pensión, conforme a la ley de 1973. Estos que diseñaron el nuevo sistema de pensiones, no comprendieron que retroceder diez años, por lógica era tomar en cuenta salarios mucho menores que los más recientes, que aun con el incremento al índice nacional de precios al consumidor INPC, no pudieron igualar y menos superar, al salario promedio de las últimas 250 semanas de cotización, o las 150 como mínimo, que la ley de 1973, establece como base para determinar la cuantía de la pensión por invalidez; aunado a esta situación, quienes diseñaron el nuevo sistema de pensiones, no consideraron como parte de cálculo de la pensión, el número de semanas de cotización acreditadas por el asegurado, para incrementar la cuantía mensual de la pensión, lo que trajo como consecuencia, como ya se especificó con anterioridad, que los pensionados por la ley de 1997, reciben pensiones mensuales menores que los de la ley de 1973.

			Por lo antes expuesto, a continuación, voy a mencionar 3 casos reales, que se llevaron a cabo en distintas fechas, sin involucrar el nombre de los pensionados, para demostrar que las pensiones por invalidez bajo el régimen de la ley de 1997 tienen una menor cuantía mensual, que las que otorga la ley de 1973.

			El primero de estos 3 casos (Tabla 1), es el de un asegurado, al que se le determinó un estado de invalidez con carácter temporal por un año, a partir del 14 de noviembre del 2015, a quien se le otorgó una resolución de pensión con carácter temporal, tomando como base de cálculo, el 35 % del promedio de los salarios correspondientes a las últimas quinientas semanas de cotización, actualizados conforme al INPC, el cual fue de $ 698.93, al que se le aplicó el procedimiento de cálculo establecido en el artículo 141 de la ley de 1997, agregándole también un 15 % adicional por concepto del registro de su beneficiaria esposa, de conformidad con el artículo 138 fracción I de esta misma ley, dando como resultado una pensión mensual de $ 8,556.80, pensión mensual con la que el asegurado estuvo en total desacuerdo.
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